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          DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL /   LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA/ REQUISITOS/  EL ACCIONANTE NO ES PARTE EN EL PROCESO/  LAS DECISIONES ALLÍ PROFERIDAS NO LO AFECTAN/ IMPROCEDENTE.
Surge de lo anterior que la acción popular objeto del amparo fue formulada por Leandro Giraldo y no por el señor Javier Elías Arias Idárraga quien tampoco ha sido reconocido allí como coadyuvante.

En estas condiciones en razón a que el accionante no intervino como parte en los procesos objeto del amparo, las decisiones que en su interior se han producido no pueden afectarlo.

 (…)

Puede entonces concluirse que el aquí accionante carece de legitimación en la causa para controvertir decisiones adoptadas en los procesos judiciales en el que no ha intervenido y por tal razón la tutela resulta improcedente.

Puede entonces decirse que la juez accionada adoptó sus decisiones con fundamento en una interpretación jurídica que en ningún momento se puede tachar de caprichosa, es decir, que obedezca a su mera voluntad y que por lo tanto se constituya en una vía de hecho, sin que por lo tanto se vislumbre situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.
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Pereira, septiembre veintisiete (27) de dos mil dieciocho (2018)


Acta No. 375 del 27 de septiembre de 2018

Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00760-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira y el Procurador Judicial para Asuntos Civiles, a la que fueron vinculados el señor Leandro Giraldo, las Alcaldías de Pereira y Sevilla, Valle del Cauca, la Personería Municipal de esta última localidad, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 En la acción popular radicada bajo el número “2015-1315”, que formuló, el juzgado accionado se niega a cumplir los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998 y cree poder aplicar el desistimiento tácito, figura que no está contemplada en esa ley y sin tener en cuenta que esa acción se promovió en vigencia del Código de Procedimiento Civil. 
1.2 Sí ha formulado acción de tutela por esos mismos hechos “pues la vulneración continúa y no me acostumbro y menos resigno a que me deniegue el acceso a la administración de justicia”.
2. Considera lesionados sus derechos a la igualdad, al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. Para su protección solicita se ordene: a) revocar el auto por medio del cual se declaró el desistimiento tácito; b) al juzgado accionado aplicar el artículos 5º de la Ley 472 de 1998 y acreditar el impulso oficioso de la actuación; c) se determine si los memoriales presentados con anterioridad al decreto del desistimiento tácito interrumpen el plazo concedido y de ser así, se decrete la nulidad de esa decisión y se corra nuevamente el término de 30 días otorgados por la ley y d) al Procurador Delegado en acciones populares pronunciarse respecto del proceder del juzgado accionado.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Mediante proveído del 14 de septiembre último se admitió la tutela y se ordenó vincular a la Alcaldía de Pereira, al Ministerio Público y al Defensor del Pueblo de la Regional Risaralda. También al señor Leandro Giraldo, la Alcaldía y la Personería Municipal de Sevilla, Valle del Cauca. No fue menester hacerlo respecto de la entidad accionada en el proceso en que encuentra el actor lesionados sus derechos porque no intervino en él.

2. En el curso de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Alcalde del Municipio de Pereira, por medio de apoderada, alegó que es ajeno a la actuación desplegada en el Juzgado accionado y propuso como excepción la de falta de legitimación en la causa por pasiva.

2.2 La Procuradora Judicial II-06 para Asuntos Civiles y Laborales solicitó se niegue la protección constitucional pues, de conformidad con los registros del sistema de información de la Rama Judicial, el señor Arias Idárraga no es el demandante en la acción popular objeto del amparo y se desconoce la calidad en que actúa, razón por la cual carece de legitimación. Además, está acreditado que desde el mes de mayo último se requirió al actor popular para que cumpliera las cargas procesales atribuidas, decisión que no fue objeto de recurso alguno, a lo que dejó de proceder.  

3. El titular del juzgado accionado y los demás vinculados guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar en primer lugar si el demandante se encuentra legitimado para reclamar el amparo solicitado. De serlo, se analizará: a) si procede la acción de tutela frente al auto por medio del cual se puso fin a la acción popular en la que el actor encuentra lesionados sus derechos y si esa decisión  vulnera derechos fundamentales de que sea  titular el demandante y b) si la funcionaria accionada desconoció los principios de celeridad, impulso oficioso y perentoriedad de los plazos, de acuerdo con las normas que citó el actor al plantear los hechos de la demanda. 
3. Pero antes de comenzar con el desarrollo de los anteriores problemas jurídicos, considera la Sala necesario precisar que en este caso no se produjo el fenómeno de la cosa juzgada, de acuerdo con lo informado por el actor en la demanda, quien dijo que había intentado la misma acción. 

A la actuación se incorporó copia de la tutela promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga, el 17 de julio pasado, contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, con sustento en ese despacho ordenó correr traslado del recurso de reposición que formuló dentro de la acción popular radicada 2015-01315, a pesar de que la Ley 472 de 1998 no establece ese trámite adicional
. Es decir que al comparar esa petición con la que es objeto de esta providencia se deduce que son totalmente distintas.

4. Las pruebas documentales incorporadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El señor Leandro Giraldo promovió acción popular contra la sede de Bancolombia ubicada en la carrera 51 No. 50-03 de Sevilla, Valle del Cauca
. 
4.2 El señor Javier Elías Arias Idárraga solicitó decretar el desistimiento tácito o en su defecto aplicar el artículo 121 del Código General del Proceso
.
4.3 Mediante proveído del 8 de mayo de 2018 la Juez Tercera Civil del Circuito decidió no dar trámite a esa solicitud porque el peticionario  “no hace parte de las presentes diligencias”
. En la misma providencia  requirió al actor popular, de conformidad con el artículo 317 del citado Código, a fin de que adelantara las gestiones necesarias para publicar el aviso a la comunidad y notificar a la entidad accionada. A tal efecto le concedió el término de 30 días. 
4.4 El mismo señor Arias Idárraga, en escritos presentados el 17 de mayo, 13 y 20 de junio de este año, de nuevo solicitó se decretara el desistimiento tácito, se diera aplicación a los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998 y se informara a la comunidad por medio de la página web de la Rama Judicial; a la entidad accionada, por su dirección electrónica
.

4.5 Por auto del pasado 25 de junio se decretó el desistimiento tácito de la acción, con sustento en que el actor popular omitió asumir la carga procesal impuesta, de acuerdo con el numeral 1 del mencionado artículo 317. Por otra parte, se negó a dar trámite a aquellas peticiones formuladas porque fueron planteadas por quien no obra como parte en ese asunto
. 

4.6 Frente a dicha decisión el señor Javier Elías Arias Idárraga interpuso recurso de reposición
.

4.7 Por auto del 27 de julio último resolvió la funcionaria accionada no reponer su decisión
.

4.8 El 27 de agosto Javier Elías Arias Idárraga pidió se decretara la nulidad del auto que decretó el desistimiento tácito
.

4.9 Esta solicitud fue resuelta mediante providencia del 13 de septiembre pasado en que se indicó que la nulidad ha debido ser planteada cuando se profirió la citada providencia y no después de dos meses
. 

4.10 La anterior decisión fue notificada el 14 del citado mes
.
4.11 La Secretaria del juzgado accionado informó que el señor Javier Elías Arias Idárraga no ha solicitado ser tenido como coadyuvante en ese proceso y por tanto no se le ha reconocido como tal. Además, que si bien el despacho se pronunció respecto de algunos escritos que él presentó, eso ocurrió por un error involuntario, ya que desde auto proferido el 8 de mayo pasado se había determinado que no se daría trámite alguno a las peticiones formuladas por el citado señor
.   
5. Surge de lo anterior que la acción popular objeto del amparo fue formulada por Leandro Giraldo y no por el señor Javier Elías Arias Idárraga quien tampoco ha sido reconocido allí como coadyuvante.
En estas condiciones en razón a que el accionante no intervino como parte en los procesos objeto del amparo, las decisiones que en su interior se han producido no pueden afectarlo.
Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“… Estima la Sala que para considerar que una providencia judicial ha vulnerado un derecho fundamental, es necesario que se demuestre que la autoridad judicial ha actuado de forma tal, que no permitió a los afectados con su decisión, hacerse parte dentro del proceso, o que una vez en éste, incurrió en algunas de las causales previstas para que la acción de tutela proceda contra providencias judiciales. Una persona que no ha intervenido dentro de un proceso judicial, y que no actúa como agente oficioso o como apoderado de quien sí lo ha hecho, no podría alegar una vulneración de sus derechos fundamentales como consecuencia de la decisión tomada por la autoridad judicial…”
. 
Esa misma línea de pensamiento la sigue la Corte Suprema de Justicia, que en una acción similar a la que es objeto de análisis en esta providencia, resolvió confirmar la decisión proferida por esta Sala respecto a la improcedencia del amparo por falta de legitimación por activa del actor, con sustento en que:

“1. Corresponde a la Corte determinar, inicialmente, si el memorialista está facultado para interponer la tutela y, de superarse lo anterior, si el Juzgado cuestionado vulneró las prerrogativas esenciales aducidas por exigir requisitos inexistentes a los contemplados en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998, para la admisión de la acción popular que refiere. 

Lo anterior por cuanto más allá de la especial naturaleza del resguardo constitucional, resulta claro que al mismo no le son ajenos algunos de los presupuestos básicos de ciertos actos procesales, tal cual es el caso de la legitimación en la causa, ya sea por activa o por pasiva. En lo que a la primera modalidad refiere, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, prevé que «podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos. También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud».

Sobre el alcance jurídico de la disposición legal en cita, la jurisprudencia constitucional sostiene que: «la legitimación por activa en la acción de tutela se refiere al titular de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados. Sin embargo, tanto las normas como la jurisprudencia, consideran válidas tres vías procesales adicionales para la interposición de la acción de tutela: (i) a través del representante legal del titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados (menores de edad, incapaces absolutos, interdictos y personas jurídicas); (ii) por intermedio de apoderado judicial (abogado titulado con poder o mandato expreso); y, (iii) por medio de agente oficioso» (CC T-878/07).

2. De acuerdo con ello y revisado el trámite surtido se establece que el peticionario no está facultado para interponer la presente tutela, ya que no fue éste quien promovió la acción popular y mucho menos participó en el proceso siquiera como coadyuvante…”

 
Puede entonces concluirse que el aquí accionante carece de legitimación en la causa para controvertir decisiones adoptadas en los procesos judiciales en el que no ha intervenido y por tal razón la tutela resulta improcedente.
6. Si en gracia de discusión se admitiera que al haber emitido pronunciamiento el despacho accionado en relación con los escritos que presentó el aquí demandante, se legitimó para promover la acción, el amparo solicitado tampoco estaría llamado a prosperar, por las siguientes razones:

6.1 Las pruebas recaudadas acreditan que la funcionaria demandada declaró terminado el proceso por desistimiento tácito, al no haberse realizado la publicación del aviso ni la notificación de la entidad accionada, dentro del término concedido para ello y sustentó la decisión en la que encuentra el actor lesionados sus derechos en el numeral 1º del artículo 317 del Código General del Proceso.
Puede entonces decirse que la juez accionada adoptó sus decisiones con fundamento en una interpretación jurídica que en ningún momento se puede tachar de caprichosa, es decir, que obedezca a su mera voluntad y que por lo tanto se constituya en una vía de hecho, sin que por lo tanto se vislumbre situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.

6.2 Frente a la queja de un supuesto desconocimiento de los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998, disposiciones que establecen la perentoriedad de los plazos, celeridad e impulso oficioso, está demostrado que en este caso se declaró el desistimiento tácito por la falta de cumplimiento de las cargas procesales impuestas a la parte actora, es decir que el proceso no pudo continuar su trámite por la misma renuencia del interesado.
6.3 En cuanto a la pretensión dirigida a que se declare la nulidad del auto que declaró el desistimiento tácito, baste decir que frente a la petición que en ese sentido formuló el accionante, el juzgado de conocimiento se pronunció mediante proveído del 13 de septiembre último, es decir que para la fecha en que se instauró la acción de tutela, que fue ese mismo día
, ni siquiera había empezado a correr el término para recurrir esa decisión, razón por la cual el amparo es improcedente por prematuro.  
6.4 Igual determinación merece la solicitud tendiente a ordenar Procurador Judicial para Asuntos Civiles pronunciarse sobre el actuar del juzgado demandado ya que la acción de amparo está concebida para proteger derechos fundamentales concretos y no para elevar esa clase de solicitudes.
7. Como lo solicita el demandante, se le enviará a su dirección electrónica copia de la acción de tutela y de esta providencia.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se declara improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira y el Procurado Judicial para Asuntos Civiles, a la que fueron vinculados el señor Leandro Giraldo, las Alcaldías de Pereira y Sevilla, Valle del Cauca, la Personería Municipal de esta última localidad, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la regional Risaralda.
SEGUNDO: Envíese al correo electrónico del accionante copia de la acción de tutela y de esta providencia.

TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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